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Resumen
Este artículo analiza la transformación del estado nacional colombiano bajo el gobierno de
Álvaro Uribe, centrándose en el Plan Colombia y los proyectos estatales que se desprenden de
él con el fin de dar cuenta de la militarización estatal y la represión social asociada a ambos. Se
argumenta que políticas de gobierno amparadas en dicho Plan tienen como objetivo la conso-
lidación de un régimen de acumulación de mercado extractivo y especulativo que, aunque vin-
culado a un impulso hegemónico transnacional centrado en los Estados Unidos, también está
íntimamente ligado a desarrollos locales y al conflicto interno de Colombia. Estas interacciones
ofrecen una ilustración ejemplar de la reconfiguración a múltiples escalas de la política en la eco-
nomía del mundo actual.
Palabras clave: Consenso, neoliberalismo, hegemonía, comunitarismo, seguridad democrática,
militarización, paramilitarización, narcotráfico
Abstract
This article analyzes the transformation of the colombian national state under the government
of Álvaro Uribe, focusing on Plan Colombia and the state projects that flow from it, in order
to reflect on the militarization of State and the social repression associated with both. It is
argued that government policies under the Plan are aimed at consolidating a regime of market
accumulation and speculation that, while linked to a transnational hegemonic thrust emanat-
ing from the United States, is also closely linked to local developments and Colombia’s internal
conflict. These interactions provide an exemplary illustration of the reconfiguration at multiple
levels of the world political economy today.
Keywords: consensus, neoliberalism, hegemony, communitarianism, democratic security, milita-
rization, paramilitarization, narcotraffic 
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ste artículo se enfoca en las reconfigu-
raciones del estado nacional colombia-
no tras la emergencia del gobierno de
Álvaro Uribe Vélez en el 2002. Se prestará
atención a cuatro aspectos del programa polí-
tico de este gobierno y a los proyectos especí-
ficos asociados con el régimen, así como los
múltiples lazos que este tiene con el neolibera-
lismo, en general, y con las políticas estadou-
nidenses, en particular. En primer lugar, se
realizará un análisis de la creciente militariza-
ción del estado como se ilustra en las políticas
del Plan Colombia/Plan Patriota, pues se con-
sidera que las mismas están basadas en una
reformulación discursiva y la subsecuente re-
gionalización del conflicto que, en Colombia,
tiene décadas de duración. Luego, se hará un
breve análisis del discurso populista del presi-
dente Uribe, específicamente, en relación al
vínculo que establece entre seguridad y econo-
mía. Este discurso es la piedra angular de su
intento de proyectar un nuevo imaginario
político nacional basado en el comunitarismo.
En un tercer momento, la atención pasará de
los aspectos discursivos y materiales de los pro-
yectos políticos, manifestados a escala múlti-
ple a través del Plan Colombia y el gobierno
de Uribe, hacia un análisis que enfatiza los im-
pactos y reconfiguraciones sociales que tales
programas han impulsado. Finalmente, se
revisará las intrincadas conexiones entre la
narco-economía ilícita y el crecimiento de la
influencia paramilitar y guerrillera en la vida
política colombiana. Esto ayudará a iluminar
los diversos impactos y el sesgo de clase de los
programas del gobierno del presidente Uribe.
La institucionalización a múltiples 
escalas del Plan Colombia
La aprobación formal del Plan Colombia por
el entonces presidente estadounidense, Bill
Clinton, el 13 de julio de 2000, inició la con-
cretización y bilateralización de un plan que
había estado implícito en la política exterior
estadounidense desde finales de la Guerra Fría.
Esto significó también la reformulación cate-
górica del Plan Colombia, pensado original-
mente por Pastrana y publicado en mayo de
1999, el cual estaba orientado a terminar el
conflicto interno colombiano de ya varias dé-
cadas. El nuevo enfoque centrado en el tráfico
de droga y el reforzamiento militar, permitió
al gobierno estadounidense intensificar su
‘guerra contra la droga’ y consolidar su acerca-
miento a los ‘países proveedores’. Esto con el
objetivo de atacar el cultivo de la hoja de coca,
lo que reduciría supuestamente su oferta, al
volverla más costosa y peligrosa de cultivar y
vender. Una extensa bibliografía ha documen-
tado continuamente las fallas de dicho acerca-
miento
1. Así, más que la capacidad del gobier-
no estadounidense para contener la ascenden-
te ola de drogas ilícitas, se argumenta que lo
que estaba en juego era la propagación de un
discurso político que explotara las posibilida-
des que el comercio global de drogas ilícitas
traía a una nación que estaba luchando por en-
contrar un nuevo ‘peligro externo’; enemigo
con el cual reemplazar la ahora difunta retóri-
ca ideológica y política anti-comunista (anti-
soviética). Fue bajo el régimen de George H.
W. Bush que la ‘guerra anti-drogas’ tomó for-
ma realmente, viniendo a ocupar una parte
clave de su discurso a la nación en 1989. Junto
a esta nueva retórica, el hecho de que el culti-
vo de la hoja de coca se encontrara aislado en
la región andina resulto conveniente al discur-
so tradicional estadounidense que contrasta la
identidad nacional americana con un ‘otro’
extranjero y peligroso. 
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1  Los informes recientes del International Crisis Group
muestran el fracaso de esta política. Entre 2004 y 2006
se erradicaron (entre fumigaciones y erradicación
manual) casi 600.000 hectáreas de cultivos de coca en
Perú, Colombia y Bolivia. Sin embargo, estos tres paí-
ses continúan produciendo cerca de 1000 toneladas de
hidroclorato de cocaína; una cantidad más o menos
igual que cuando el Plan Colombia empezó. Véase
“Drogas y Democracia”, El Tiempo, 24/05/2008. 
        La institucionalización inicial del Plan
Colombia como principal política bilateral
anti-drogas liderada por los Estados Unidos se
convirtió, en enero de 2001, en parte de la
Iniciativa Regional Andina, lo que ayudó a
consolidar los objetivos políticos de la Política
Exterior estadounidense. Sin embargo, hubo
una reformulación y expansión de este Plan
después de los eventos contingentes que re-
plantearon las prerrogativas de seguridad tanto
de Estados Unidos como del mundo en el
2001. En línea con quienes sostienen que es-
trategias políticas y proyectos específicos exis-
ten y surgen de discursos (Jessop 2002: 34), se
ha argumentado que después del 11 de sep-
tiembre, el gobierno republicano estadouni-
dense tomó ventaja del ‘espacio de maniobra’
abierto por dicho evento. Y además, utilizó el
discurso del ‘terrorismo global’ como medio
para legitimar ciertas políticas que, de otra
manera, hubiesen enfrentado una difícil apro-
bación pública y del Congreso. De esta mane-
ra, el discurso del ‘narcoterrorismo’ ganó pro-
minencia y los dos grupos guerrilleros más
importantes de Colombia (el ELN y las
FARC-EP) recibieron ‘nuevas’ identidades
públicas. Ya no se trataba solamente de insur-
gentes locales con motivaciones políticas e
ideológicas sino de terroristas globales que so-
breviven y prosperan gracias al comercio de
droga. Se arguye que esta transformación dis-
cursiva se basa en relaciones de poder desigua-
les. Relaciones a través de las cuales aquellos
grupos que controlan el terreno ideológico por
medio de la regulación de las instituciones
estatales y del espacio público de información,
determinan la manera en que algunos signifi-
cados son propagados, en tanto otros son ex-
pulsados del discurso público dominante.
Paralelamente a este cambio discursivo, que
fué de la lucha contra el tráfico de droga al
enfrentamiento militar de las FARC-EP, la
ayuda estadounidense a Colombia, como par-
te del Plan Colombia, ascendió a 2 billones,
909 mil millones USD, entre los años 1997-
2003. El 82% de este total se desembolsó entre
1999-2003 y la gran mayoría fué canalizado
hacia los militares
2. Bajo los gobiernos de Álva-
ro Uribe y George W. Bush, respectivamente,
esta tendencia se intensificó. El 15 de febrero
de 2005, Bush pidió una cantidad similar a la
del 2004 como ayuda para Colombia: 579.6
millones USD. Desagregando esta cantidad,
427.5 millones fueron entregados al ejército y
la policía colombianos; los restantes 152.2 mi-
llones fueron destinados a programas de asis-
tencia económica y social
3. La reciente dismi-
nución del 10% en los montos totales aporta-
dos por Estados Unidos para el Plan Colombia
en el año 2008, puede atribuirse a la reconfi-
guración política de las fuerzas bipartidista en
ese país durante el 2007, cuando los demócra-
tas tomaron control unánime del Congreso.
Sin embargo, como proyecto político a media-
no plazo, el Plan Colombia ha sido sinónimo
de fortalecimiento del aparato estatal mili-
tar/policial en Colombia y de la priorización
de la campaña militar contra las FARC-EP
4.
En efecto, previo al acrecentamiento de las
fuerzas armadas asociado con la gradual trans-
formación del estado y con el Plan Colombia,
y pese de su larga historia de guerras civiles e
insurrecciones sociales y políticas, el tamaño
del ejército colombiano en relación al tamaño
de la población, fue significativamente menor
que el de sus vecinos, Perú y Ecuador (Hylton
2003). Nos preguntamos, en qué medida este
refuerzo de las esferas de la ‘seguridad del esta-
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2  En efecto, entre los años 1997-2003, la ayuda estadou-
nidense a Colombia estuvo desproporcionalmente
dividida ya que 2400 millones USD fueron destinados
a ayuda militar y 509 millones USD a programas eco-
nómicos y sociales, todos relacionados en realidad con
políticas de control antinarcóticos (Estrada 2002: 41).
3  Datos obtenidos de la página del centro para política
internacional “Colombia Program”. Disponible en:
http://www.ciponline.org/colombia/aid06.htm (visi-
tado 09/06/2006).
4  Para ilustrar la preeminencia que la esfera militar ha
tenido en el gobierno de Uribe, mencionamos que
durante el 2008 el Ministerio de Defensa recibió 3400
millones de pesos colombianos, principalmente para
renovación de transporte y para compensar la incorpo-
ración de 13 000 miembros adicionales a los aparatos
estatales de ‘seguridad’ (Venegas 2008).
  do’ podría estar asociado con objetivos políti-
cos de mayor alcance.
Plan Colombia:
¿más que una política de guerra?
Desde el momento de su firma oficial, el Plan
Colombia no sólo ha significado el acrecenta-
miento del rol de los aparatos militares-policia-
les en Colombia sino un mayor involucramien-
to militar de Estados Unidos en la región, par-
ticularmente en el conflicto interno colombia-
no. Además se ha convertido en la esfera clave
dentro de la cual numerosas advertencias lega-
les y restricciones constitucionales, tanto esta-
dounidenses como colombianas, han sido deja-
das de lado para permitir una mayor colabora-
ción militar y un mayor ejercicio de los poderes
presidenciales. Sin embargo, sería ingenuo aso-
ciar al Plan Colombia con la militarización
colombiana y también regional, exclusivamen-
te. Al contrario, la amplitud de este Plan yace
en su intrincado alineamiento con otros nume-
rosos proyectos de alcance local y global.
Muchos autores han analizado la íntima
conexión que el Plan Colombia tiene con el
proyecto, más amplio, de establecer y consoli-
dar un orden mundial neoliberal, con un énfa-
sis particular en América Latina y el Caribe
(Torre 2005; Estrada 2002). Tanto Estrada
como de la Torre enfatizan la manera en la que
el Plan Colombia opera en armonía con las
políticas de ajuste económico y fiscal del Fon-
do Monetario Internacional. Estas políticas,
ancladas en la retórica del Consenso de
Washington (en sus versiones antigua y más
reciente), funcionan dentro de una lógica neo-
liberal global, de corte financiero, en la cual la
civilización viene a estructurarse alrededor del
mercado. De ahí, que se vea al Plan Colombia
como un brazo coercitivo tanto como un me-
dio que exige el compromiso con dicho pro-
yecto. En palabras de Estrada, “sin los recursos
del Plan Colombia, las medidas de ajuste del
neoliberalismo ortodoxo tendrían que ser mu-
cho más drásticas [en el país]” (Estrada 2002:
45).
En efecto, desde el 2002, todos los fondos
estadounidenses que forman parte del Plan
Colombia han sido cubiertos bajo el programa
regional denominado Iniciativa Andina Anti-
Droga (IAA), que incluye también ayuda anti-
droga para los países vecinos de Colombia. Sin
embargo, Colombia sigue siendo el blanco
central de este proyecto, ilustrando ejemplar-
mente los varios componentes que se encuen-
tran bajo su influencia. Esta integración del
Plan Colombia con políticas neoliberales y ob-
jetivos hegemónicos más amplios, estructura-
dos dentro del discurso público de la ‘guerra
contra las drogas’ y la ‘guerra contra el terroris-
mo global’, debe ponerse en relación con la
política doméstica colombiana, principalmen-
te, con el actual gobierno colombiano, lidera-
do por el presidente Álvaro Uribe, así como
con el proyecto militar ‘interno’ implementa-
do por este gobierno como medio para conso-
lidar su programa de seguridad democrática.
El presidente Uribe: neo-populismo y el fin
de la política bipartidista en Colombia
El gobierno de Uribe y su proyecto político de
‘seguridad democrática’ se vuelve mucho más
claro cuando se enfocan los cambios estructu-
rales y graduales que ha sufrido desde la imple-
mentación del Plan Colombia. Con la ascen-
sión de Uribe a la presidencia en mayo de
2002, se dió inicio al primer gobierno verda-
deramente populista en más de 100 años co-
mo lo ha calificado de la Torre (2005). Sin
embargo, el estilo del populismo de Uribe
contrasta con el estilo tradicional de liderazgo
populista, que se enfoca en el desarrollo inter-
no y la integración de las masas a la esfera polí-
tica. Más bien, Uribe es visto como un popu-
lista caracterizado por un caudillismo tecno-
crático: ha abandonando la forma desarrollista
neo-mercantilista del estado y una postura
anti-imperialista para enfocarse en la reduc-
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        ción del estado. Una reducción del Estado
lograda a través de la privatización del sector
público y la reorientación del desarrollo
hacia una forma de regulación económica
basada en el mercado. El proyecto político
de Uribe por tanto incorpora la idea
Rousseauniana del ‘comunitarismo’, es decir,
la democracia directa y el anti-institucionalis-
mo junto a una ideología neoliberal preocupa-
da por la eficiencia y la competitividad del sec-
tor privado. Ambos elementos enmarcados en
la noción más amplia de la ‘seguridad demo-
crática’ y la militarización de la vida social.
El proyecto comunitarista auspiciado por
el gobierno de Uribe es uno con un definitivo
dejo criollo. El proyecto de Uribe, en la esfera
política, se centra en la unidad de la comuni-
dad o, en los términos populistas del presiden-
te, “la patria”. La nación colombiana se con-
vierte, a los ojos del presidente, en la guardia-
na moral del pueblo y asume una posición pri-
vilegiada contra el flagrante individualismo
asociado con la filosofía política liberal. En
efecto, mientras en el liberalismo clásico, to-
dos los ciudadanos tienen derecho a cuestio-
nar a la autoridad y al gobierno, y a involu-
crarse en la discusión pública –posibilidades
que son garantizadas a través de medidas for-
males tales como la Constitución–, el proyec-
to comunitarista de Uribe se basa en canales
informales que permiten a los ciudadanos (o
más apropiadamente, el pueblo) acceder a la
buena vida. Lo que un renombrado teórico
político asociado con el comunitarismo deno-
mina “ética substantiva” (MacIntyre 1984).
El ambiguo término “buena vida”, en el
contexto colombiano, está asociado más que
nada con la seguridad personal y económica.
Esta es la justificación fundamental de la gue-
rra emprendida por Uribe contra los grupos
guerrilleros (especialmente las FARC-EP), al
considerar que representan la mayor amenaza
a la existencia segura de la comunidad. Uribe
ha repetido constantemente que los colombia-
nos de su generación nunca han vivido un día
de paz; de ahí que su objetivo de derrotar mili-
tarmente a las fuerzas guerrilleras de izquierda
sea la expresión de un esfuerzo por asegurar
una paz que luego se convierte en el bien
público supremo de la comunidad.
Las particularidades del contexto colom-
biano, especialmente su prolongada guerra ci-
vil y la subsiguiente fragmentación de la sobe-
ranía del estado, o lo que Hobbes llamaría la
inexistencia de un pactus subiectionis
5 (Sousa
Santos y García 2004: 35), permiten a Uribe
–en la tradición comunitarista– argumentar
en contra del universalismo de los derechos
humanos y de su aplicabilidad en Colombia
6.
Más bien, lo que salta a la vista en el régimen
de Uribe son las especificidades de los hábitos
y las tradiciones del pueblo y su exposición a la
insurgencia, o, en la retórica del gobierno, al
terrorismo. Además, en la tradición populista
de la prominente figura del César (Gramsci
1971), el comunitarismo de Uribe se basa en
la subordinación a ‘su’ mandato. En efecto, el
presidente se refiere a sí mismo como a un
buen pastor que guía su rebaño de ovejas, al
afirmar “veo a mis compatriotas de hoy más a
través de los ojos de una padre de familia que
de un político” (citado en Aristizábel 2008:
29). Esto ha llevado la tendencia populista
hacia el mesianismo, por el cual el presidente
argumenta que debe continuar en el poder;
aunque sólo sea para satisfacer el clamor del
pueblo por una continuación de su mandato
de mano de hierro, como una manera de
impedir la llegada de la hecatombe que podría
seguir a su salida del podio presidencial
7. 
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5  Esto se refiere a la manera en la cual los ciudadanos se
sujetan al poder central del estado.
6  Como ejemplo de la postura explícitamente anti-dere-
chos humanos del gobierno de Uribe, en el 2007, 44
defensores de Derechos Humanos fueron asesinados en
Colombia. El presidente reaccionó de una manera que
implícitamente condonaba a los asesinados declarándo-
les “terroristas vestidos en ropa de civiles”. Véase “Colom-
bia tiene triste liderazgo mundial en ataques a defensores
de derechos humanos,” Semana, 20 de junio 2008.
7  Es en esta línea de pensamiento que el presidente se
encuentra presionando por una reforma constitucional
que le permita una segunda reelección presidencial
consecutiva.
        La retórica neo-populista de Uribe ha ata-
cado astutamente el bipartidismo y el cliente-
lismo de dominio de la ‘oligarquía’ tradicional,
pero sin tomar ningún paso definitivo para
desmantelar tales estructuras. Su ‘comunitaris-
mo’ Rousseauniano es un instrumento discur-
sivo utilizado para cultivar la sensación de una
democracia directa, en la que la corrupción y
la complicidad de los políticos, tanto como la
burocracia del estado son superadas, al poner
a la gente en contacto directo con su devoto y
laborioso líder. Este ‘proyecto nacional’ es vis-
to como una reformulación del modo de re-
presentación del estado, por medio de un dis-
curso que equipara el ‘gran estado’ con el
clientelismo y la corrupción, en tanto se prefi-
guran los beneficios de un estado ‘eficiente’ y
‘productivo’ encaminado a servir las necesida-
des prácticas de los ciudadanos colombianos. 
Uribe ha sido un defensor consistente de la
disminución de la burocracia estatal y de la
reformulación de las instituciones del estado
en compañías competitivas, modeladas en el
sector privado
8. En efecto, ha declarado que
“las compañías del estado son propiedad de la
comunidad. Por esta razón deben ser conside-
radas y administradas como las compañías pri-
vadas más importantes, sometidas a los indica-
dores más rigurosos de austeridad, productivi-
dad y competitividad” (Uribe Vélez 2002:
269).
Este tipo de estado está, por lo tanto, ínti-
mamente ligado al modelo neoliberal de esta-
do, salvo por su retórica populista, anti-insti-
tucionalismo y enfoque en la democracia di-
recta. Sin embargo, en el contexto de Colom-
bia, el objetivo de Uribe de poner a la gente en
contacto directo con el estado, a través de su
programa de Consejos comunales de gobierno,
ha generado enorme apoyo popular. 
Más allá de su visibilidad frente al pueblo,
uno podría argumentar que la efectividad del
mandato de Uribe está directamente ligada a
su campaña por librar a Colombia de las
FARC-EP. Particularmente en el periodo
2007-2008, este grupo guerrillero sufrió la
desmovilización de 3170 combatientes; asi-
mismo, la muerte o captura de miembros del
secretariado de la organización gracias a opera-
ciones exitosas del ejército. Así, por ejemplo,
la muerte del segundo al mando, alias Raúl
Reyes, en marzo del 2008 durante un bombar-
deo aéreo en territorio ecuatoriano y el asesi-
nato de Iván Ríos, por un desertor de la gue-
rrilla, alias Rojas. Este reciente ‘éxito’ de la
‘guerra contra las FARC-EP’ ha culminado en
un índice de popularidad personal del presi-
dente nunca antes visto en este país: 82% de
aprobación (El Tiempo 24/01/2008). Estos lo-
gros militares junto con su ‘firme’ y a mo-
mentos inflamatoria retórica con la que con-
frontó los ataques políticos de sus dos colegas
vecinos, Rafael Correa de Ecuador y Hugo
Chávez Frías de Venezuela, han logrado reafir-
mar el apoyo popular al presidente colombia-
no, al menos temporalmente.
En suma, la formula comunitarista de
Uribe dota de una base popular a un proyecto
político más amplio, que impulsa un patrón
neoliberal dentro de Colombia. Un proyecto
que, ligado a fracciones del capital orientadas
globalmente y reforzadas por el poder estruc-
tural de los Estados Unidos, todavía requiere
ser visto como un proyecto que ha emanado
de las fuerzas sociales internas dominantes en
el país. Después de evaluar las bases locales de
tal proyecto, también es necesario analizar el
impacto que Uribe y los programas políticos
estadounidenses han tenido en la sociedad co-
lombiana.
Plan Colombia:
‘seguridad democrática’ y consenso social 
En Colombia, el crecimiento del aparato mili-
tar/policial ha conducido a una exacerbación
de la militarización social y la alienación de la
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8  Durante su primer mandato (2002-2006), el gobierno
de Uribe cerró 33 entidades públicas, reestructurado
varias más, y volvió supérfluos a casi 27 000 emplea-
dos públicos (Giraldo 2006).
         comunidad. La sociedad colombiana, recons-
truida dentro del prevaleciente discurso de la
seguridad democrática y el estado comunita-
rista y contenida por las estructuras autorita-
rias militares/policiales legitimadas e impulsa-
das por medio del Plan Colombia, se ha aleja-
do vastamente de cualquier noción europea de
sociedad civil, como aspecto integral del go-
bierno del estado. De hecho, la fragmentación
histórica y la no-existencia del estado colom-
biano en mucho del territorio nacional, junto
con los disputas de poder entre facciones ar-
madas por el control de dichos espacios, ha lle-
vado a un gran número de colombianos a or-
ganizarse en lo que Fischer ha denominado
‘grupos sub-estatales’ (2004: 188), sean legales
o no. Consecuentemente, en Colombia, la in-
tegración social en el proyecto hegemónico
9
neoliberal, fundado tanto en el bloque de po-
der local que ayudó a formular y consolidar la
ascensión de Uribe como en el proyecto de la
‘seguridad democrática’, se ha convertido en
un discurso superficial y ahistórico. El contin-
gente local del orden mundial neoliberal ha
buscado formular una ideología comunitarista
basada en el neoliberalismo para logar una
apariencia de legitimidad social. Sin embargo,
la naturaleza autoritaria del presente modelo
estatal brilla potentemente en la mezcla de
proyectos del Plan Colombia/Plan Patriota y
de la ‘seguridad democrática’. 
La novedosa pero atemorizante naturaleza
de tal autoritarismo consiste en que ha exacer-
bado la transformación no sólo de la trayecto-
ria político-económica del estado sino también
la del ámbito militar en Colombia. De hecho,
aunque el estado colombiano no puede procla-
mar sinceramente que tiene el monopolio so-
bre los medios de violencia física; sin embargo,
con la escalada del conflicto, como parte del
Plan Colombia/Plan Patriota y el incremento
del presupuesto nacional destinado a la defen-
sa, el dominio de la violencia se ha vuelto tan
descentralizado como el programa económico
del gobierno. Esto puede observarse, en pri-
mer lugar, en el asalto total a las ‘esferas de
influencia’ de las FARC-EP, especialmente en
las regiones sur del país. Esto ha intensificado
la expansión territorial del cultivo de coca y su
procesamiento. En el 2007, 23 de los 32
departamentos colombianos tenían plantacio-
nes de coca, a pesar de las astronómicas sumas
destinadas a atacar la ‘oferta’ de este produc-
to
10. En segundo lugar, con los numerosos
ajustes al Plan Colombia y la intervención ca-
da vez mayor de negocios y mercenarios esta-
dounidenses en este conflicto doméstico, el
espectro de actores militares involucrados se ha
ampliado considerablemente.
El fracaso del gobierno estadounidense
como del colombiano en cuanto a la realiza-
ción del Plan Colombia, se debe a que han he-
cho caso omiso de las raíces estructurales de la
existencia de las fuerzas insurgentes en Co-
lombia así como del crecimiento de la econo-
mía del narcotráfico, ambas convertidas en
mecanismos de reproducción, la una de la
otra. El gobierno de Uribe y las fuerzas claves
de influencia dentro de él han creado un dis-
curso auto-complaciente que niega la existen-
cia de un conflicto interno, prefiriendo conju-
rar la idea de una faceta local de la guerra glo-
bal contra el terrorismo. Sin embargo, la evo-
lución histórica de los grupos guerrilleros
colombianos otorga peso considerable a una
contra-teoría. En efecto, se argumenta que
existe un rechazo generalizado a observar la
relevancia de la violencia como parte estructu-
ral de la acumulación capitalista.
En circunstancias ‘normales’, la progresión
y el crecimiento del capitalismo es visto como
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9  Desde Gramsci la hegemonía puede ser vista como el
liderazgo consensual predominante en la sociedad,
ejercido por el grupo social que mantiene los lazos más
fuertes con el modo de producción económico domi-
nante, la administración de dominios institucionales y
la definición de una ideología que armoniza sus intere-
ses particulares con los intereses generales de la comu-
nidad nacional.
10  En lugar de disminuir, entre el 2006 y 2007 el área
total de cultivo en el país se incremento en un 27% y
el total de hectáreas de cultivo llegó a 99 000
(Naciones Unidas 2008: 2, 14).
 un proceso insalvable donde la propiedad se
convierte en posesión privada, lo cual impele
la proletarización de las masas no propietarias,
convirtiendo a esta gente en trabajadores asa-
lariados al igual que en consumidores. Sin em-
bargo, en Colombia, al igual que en un sinnú-
mero de países, este proceso no tomó lugar de
una manera homogénea y ‘natural’. Debido a
la fragilidad del mercado capitalista interno, el
liderazgo social ha estado históricamente en
manos de la oligarquía del país; es decir, de
terratenientes desocupados más que de capita-
listas. Este grupo dominante, en vez de expan-
dir su dominio a través de un crecimiento
basado en el mercado y la acumulación de ga-
nancias, utilizó la violencia como medio para
adquirir propiedad y renta. Es dentro de este
marco que la era más sangrienta de la historia
contemporánea de Colombia debe ser analiza-
da. Esta estrategia produjo el desarraigo vio-
lento de miles de campesinos rurales y permi-
tió a las élites dominantes obtener tierras y
riqueza, los cuales no estaban de ninguna ma-
nera vinculadas a la acumulación económica
sino al ejercicio de la violencia. Esto ilustra la
manera en que la violencia puede ser también
un factor en las estrategias de acumulación
primitiva de capital. No obstante, la compleji-
dad del proceso colombiano de ‘desarrollo’
nacional va mucho más allá del desarraigo vio-
lento del campesinado y las comunidades
indígenas, como medio de ‘activación’ de la re-
lación capital-fuerza de trabajo. En Colom-
bia, el crecimiento y la incidencia de la indus-
tria de narcóticos conlleva la necesidad de una
análisis mucho más amplio, que enfoque có-
mo la transformación del estado también
abrió espacios para la narco-economía.
Narcotráfico:
de la militarización a la paramilitarización
Como hemos argumentado el Plan Colombia,
estructurado dentro del poder militar estadou-
nidense, ha coadyuvado a la consolidación de
un nuevo régimen de acumulación local y
regional. Este nuevo régimen ha intensificando
la descentralización de la política, la economía
y hasta cierto punto, la milicia. Asimismo este
Plan ha permitido la expansión y la descentra-
lización de la narco-economía. Esta ubicua
pero poco estudiada economía ha reestructura-
do dramáticamente la vida social y política de
Colombia y ha contribuido, considerablemen-
te, al proceso de consolidación del actual orden
mundial neoliberal basado en los mercados
financieros. Simplemente, el tamaño del mer-
cado global de drogas ilícitas
11 y el rol clave que
juega Colombia en los dos mercados predomi-
nantes de cocaína y heroína
12 muestran la me-
dida en que Colombia se ha implicado en dos
economías separadas pero entrelazadas, una
regulada y otra que opera de una manera clan-
destina. Es importante interpretar la naturaleza
de ambos mercados para alejarnos de un análi-
sis convencional, que ubica al comercio de bie-
nes y servicios ilegales/no-regulado en un con-
tenedor estanco que no gotea (Nordstrom
2003: 330). Como sostiene Castells (1998), el
comercio de bienes y servicios prohibidos for-
malmente permite la extracción de considera-
bles ganancias de valor agregado. Más aún,
cualquiera sea la extensión de la ilegalidad,
eventualmente todo dinero ilícito debe ser la-
vado. Consecuentemente, se vuelve difícil ha-
cer distinciones claras entre redes comerciales y
financieras “legales e ilegales, estatales y no-es-
tatales, o locales e internacionales” (Nord-
strom 2003: 332). Más bien, los mercados glo-
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11  El mercado estimado para el año 2003, asciende a un
valor de 13 000 millones de dólares aproximadamente
a nivel de producción, 94 000 millones de dólares en
ventas al por mayor y 332 000 millones de dólares en
ventas al por menor; tomando en consideración
embargos y otras pérdidas (UNODC 2005).
12 Colombia es el mayor productor de cocaína del
mundo, con un estimado de 640 toneladas por año de
acuerdo a un estudio realizado por la Oficina de las
Naciones Unidas contra las drogas y el Crimen (El
Tiempo 27/06/2006). Aunque Colombia no es el pro-
ductor principal de heroína en el mundo, sí posee los
cultivos más extensos de semillas de amapola en
América del Sur.
       bales formales están implícitamente formados
por las estructuras y transformaciones de las
economías ilícitas (ibídem).
En Colombia, dada su histórica inequidad
social y política, y las estructuras militares/
autoritarias consolidadas a través del Plan Co-
lombia y la ‘seguridad democrática’, la pene-
tración de la economía ilícita en la vida social
y política es profunda. Es más, el alce y la poli-
tización de grupos paramilitares desde el co-
mienzo de la presidencia de Uribe están en
conexión con este proceso. De hecho, Uribe
ha tenido una relación notoriamente estrecha
con el desarrollo de las facciones paramilitares
de Colombia, siendo una de las primeras per-
sonas en apoyar públicamente la creación de
‘cooperativas de seguridad y vigilancia privada’
(Convivir) durante su mandato como gober-
nador de Antioquía
13. Muchos de estos grupos
evolucionaron luego en escuadrones de la
muerte, los cuales fueron proscritos por el
gobierno nacional colombiano en 1999. Sin
embargo, confrontar el creciente poder de las
facciones paramilitares en Colombia requiere
de políticas profundas basadas en un examen
de los contextos históricos de su emergencia.
Aún el programa de reconciliación del gobier-
no de Uribe, La Ley de Justicia y Paz
14, ha resul-
tado un programa político controversial apo-
yado por el gobierno y criticado por beneficiar
a aquellos implicados en atroces masacres y
desplazamientos forzados; al tiempo que no ha
buscado mecanismos adecuados de compensa-
ción para las víctimas
15.
Las intrincadas conexiones entre las estruc-
turas de poder paramilitar y el negocio del trá-
fico de drogas y el compadrazgo político se
han vuelto demasiado visibles durante el go-
bierno de Uribe. Pese a la decisión unilateral
de las Autodefensas Unidas de Colombia
(AUC) de cese al fuego en noviembre de 2002,
en los tres años siguientes y en varias regiones
de influencia paramilitar (el norte, este y cier-
tas zonas del oeste colombiano), se registraron
más de 2300 asesinatos, además de un aumen-
to en apropiaciones de muchas de las tierras
más fértiles del país. 
La conexión del paramilitarismo con el
nuevo régimen regional de acumulación calza
bien con la idea mencionada previamente de
acumulación primitiva a través de la violencia.
Los negocios de paramilitares se extienden
tanto a las economías legales como a las ilega-
les de Colombia, pero influyen también en las
esferas más altas del gobierno, alcanzando
cada vez mayor injerencia. Son numerosos los
escándalos que han salido a la luz pública en
los últimos dos años; culminado, en abril del
2008, con el encarcelamiento de 29 parlamen-
tarios, la investigación de 51 congresistas, al
igual que la de un significativo número de
alcaldes, gobernadores, personal militar y di-
plomáticos. Todos acusados de complicidad
con paramilitares con fines económicos y elec-
torales. 
Todos estos eventos resaltan la progresiva
desregulación de las esferas política, económi-
ca y militar en Colombia, las que se han com-
binado para deshacer el tejido de la soberanía
del estado nacional. Esto pese a las intenciones
del gobierno de Uribe de reforzar el estado tra-
dicionalmente debilitado, dando forma a un
proyecto nacional encaminado a poner todo el
territorio colombiano bajo el mando del go-
bierno central. El programa político nacional
de reclamar el control estatal sobre vastos tra-
mos del territorio colombiano que se han
desarrollado de manera relativamente autó-
noma, se funda precisamente en el Plan Co-
lombia y su énfasis en la reducción del cultivo
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13  Estos servicios fueron establecidos primero durante la
presidencia de Ernesto Samper (1994-1998) y fueron
autorizados por el Decreto No. 356 (Garzón 2005).
14  La Ley de Justicia y Paz aprobada el 22 de junio de
2005 tiene el objetivo oficial de construir un proceso
de reconciliación basado en la desmovilización de lo
que el gobierno denomina actores en el conflicto del
país. 
15  En efecto, después de una larga y controvertida nego-
ciación para aprobar la Ley de Víctimas, la coalición
uribista la hundió, argumentando que su aprobación
llevaría al estado a la bancarrota. Véase “Ley de
Víctimas se hunde ante presión del Gobierno”, El
Espectador, 18/06/2009.
     de coca por medio de la intensificación de los
programas de fumigación en áreas bajo el con-
trol de facto de las FARC-EP. Si bien todo esto
ha debilitado las capacidades militares de las
guerrillas colombianas; por otro lado, es plau-
sible sostener que el crecimiento político del
paramilitarismo en Colombia se ha fortalecido
bajo el mandato de Uribe.
Los grupos paramilitares se han multiplica-
do y prosperado debido a la colaboración im-
plícita y continua de sectores del gobierno
estadounidense, el gobierno colombiano y el
aparato militar/policial, así como de numero-
sas compañías transnacionales que operan en
Colombia
16. Esta compleja red de militariza-
ción social, que ha sido legitimada a través del
Plan Colombia, ha reforzado la naturaleza
autoritaria del estado nacional y ha ocasiona-
do una situación en la que la aquiescencia so-
cial se logra, no a través del consenso sino a
través del miedo. El complejo proceso de in-
fluencia narco-paramilitar en vastas regiones
de Colombia y en estructuras críticas del siste-
ma político perpetúa las posibilidades para el
crecimiento de la corrupción en todas las áreas
de la vida diaria; al igual que constriñe severa-
mente cualquier esfuerzo de resistencia social.
Estas crecientes estructuras de poder coerci-
tivo en Colombia se incorporan al programa
disciplinar neoliberal de reforma económica,
política y judicial; y ayudando a asegurar el
nuevo régimen de acumulación regional y con-
solidar el dominio de las fuerzas sociales co-
lombianas que forman parte del orden neolibe-
ral global. Los gobiernos de Pastrana y Uribe
han promulgado legislación encaminada a
mantener el control social. Con el fin de acen-
tuar esta faceta y la estabilidad de su gobierno,
Uribe, en línea con la reforma del Plan Co-
lombia, instituyó la Ley de Estatuto Antiterro-
rista. Este estatuto permite que cualquier tipo
de protesta social pueda ser considerada como
una forma de terrorismo, retornando a la doc-
trina militar de la década de los ochenta, enfo-
cada en el ‘enemigo interno’ y a través de la
cual se caracterizaba a los miembros de la so-
ciedad civil como potenciales ‘subversivos’
(Ediciones NCOS 1995). Dichos instrumen-
tos políticos intentan unir la aceptación nacio-
nal, a costa de eliminar cualquier posibilidad
para el disenso social (Caycedo 2002: 621).
Esto ha llevado a la presente situación de sub-
ordinación social impuesta militar y judicial-
mente y bien resumidas en las palabras de uno
de los oficiales de más alto rango, el General
Fernando Tapias, quien sostiene que “hoy el
apoyo que tienen [el estado y el ejército] de la
población civil es básicamente resultado del
miedo” (citado en Caycedo 2002: 621).
El programa político de Uribe:
¿hegemonía o dominación?
El fundamento militar del proyecto neoliberal
en Colombia (y en menor medida a lo largo de
la región) nos lleva a dudar de su ‘hegemonía’
–en términos de Gramsci– respecto a su con-
solidación y reproducción. En Colombia espe-
cíficamente, la transformación del estado se
basa en la premisa de la subyugación de aque-
llas fuerzas sociales opuestas a la dominación
neoliberal y no en la incorporación de sus ne-
cesidades en un programa político y social más
amplio. En tal modelo, la legitimidad y el con-
senso se obtienen a través de la fuerza militar
y muchas otras fuerzas armadas de terror, des-
centralizadas y listas para intervenir cuando la
apatía social se convierte en protesta. El pro-
yecto de Uribe de comunitarismo neoliberal,
basado en el poder y la autonomía militar es
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16  Algunas compañías que han sido acusadas pública-
mente de colaborar con los grupos paramilitares y el
Ejército Colombiano en el acoso y asesinato de
numerosos dirigentes sindicales, activistas políticos,
indígenas y otros miembros de la sociedad colombiana
en las últimas dos décadas son: BP Exploration
Company, Occidental Petroleum, Drummond y
Coca-Cola. Además, a finales del 2007, la Corte
Suprema estadounidense impuso una multa de 25 mi-
llones de dólares a Chiquita por haber pagado a grupos
paramilitares en sus regiones de operación de Urabá y
el Magdalena.
       emblemático del ‘nuevo orden mundial’, el
cual se levanta no sobre una cooperación exi-
tosa, sino sobre la violencia militar y la disci-
plina social (Ceceña 2004: 31). Consecuen-
temente, antes que hablar de hegemonía cuan-
do se piensa en el ‘nuevo orden mundial neo-
liberal’, hay que entenderlo, más bien, como
caracterizado por una ‘hegemonía fragmenta-
da’. Pues las externalidades asociadas con
dicho orden expansivo globalmente son tras-
pasadas generalmente a países del Sur, donde,
como demuestra el análisis de Colombia, los
proyectos del estado y las estrategias de acu-
mulación no involucran el consenso social. 
Inequívocamente, en el ejemplo colombia-
no, la violencia y coerción militar, bajo el
paraguas de la ‘seguridad democrática’ y el
Plan Colombia, se han convertido en la razón
de ser de la acción del estado. Tal programa
militarizado del estado se asienta en la necesi-
dad de demostrar la dominación territorial
del estado sobre la nación. En efecto, el pro-
yecto comunitarista del gobierno de ‘seguri-
dad democrática’ de Uribe tuvo el objetivo de
establecer la presencia y el control del estado
por medio de la conquista militar de vastas
áreas bajo el control de la guerrilla o de los
paramilitares. Pero este objetivo no se ha lo-
grado. Más bien, la fragmentación histórica
del estado nacional persiste, aunque su forma
ha sido alterada. Con la exacerbación del pro-
ceso de descentralización política que comen-
zó a mediados de los ochenta, en combina-
ción con la pérdida del control del gobierno
nacional de la política macro-económica fren-
te al FMI, el gobierno nacional ha fracturado,
aún más, su habilidad de formular y promo-
ver un verdadero proyecto nacional. Si bien
estos procesos han ayudado a lo que se podría
llamar “reformulación de los micro-poderes”,
así como a la desaparición de la política bipar-
tidista tradicional (liberales/conservadores),
las fuerzas emergentes no se han unificado
adecuadamente en un proyecto general. Al
contrario, se ha exacerbado la disyunción del
estado-nación y la consolidación de centros
locales con sus propios regímenes de poder, a
través de la posesión y el control, a veces ile-
gales y otras seudo-legales, de estas localida-
des; sin considerar los conflictos resultantes. 
Finalmente, el rol que el gobierno estadou-
nidense ha jugado en la intensificación del
conflicto colombiano, al insistir en la imple-
mentación de políticas nada exitosas, para erra-
dicar el cultivo de coca y a los grupos guerrille-
ros a quienes acusa de controlar tales activida-
des, ha fomentado un proceso de militariza-
ción social. Esto ha reestructurado el ámbito
político en uno militar, provocando no una
escalada de la política sino una ruptura de esta,
a tal punto que hoy en Colombia el estado
nacional puede ser visto como el operador de
una forma de democracia política vacía. Forma
de “democracia” que otorga primacía a los inte-
reses a gran escala del capital y a las fuerzas
parásitas seudo-estatales que las alimentan y las
asisten a expensas de intereses y necesidades
más grandes de la sociedad colombiana. La
represión militar y el asociado ciclo de acumu-
lación primitiva ha establecido los fundamen-
tos para la consolidación de un régimen extrac-
tivo especulativo, el cual ha necesitado la for-
mulación discursiva de un aparente compro-
miso de clase, aún cuando es evidente que este
consenso está basado, no en la búsqueda cons-
tructiva de un compromiso, sino más bien, en
obtención de un apoyo por medio del miedo.
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